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133 DEMANDA COBRO DE PESOS. 

 

 

 

(Juicio: JORGE MARTINEZ ZUCCARDI. vs. ACHERAL S.A. y otros s/cobro de pesos) 

 

 

Señor Juez en D. y Locaciones: 

GABRIEL TERAN, abogado, con domicilio en casillero 23 

Centro Judicial Monteros, y constituyendo domicilio digital en 20142261236, a V.S., 

respetuosamente, digo: 

  I. 

 Como lo acredito con la copia de escritura pública que adjunto a la 

presente, soy apoderado de JORGE MARTINEZ ZUCCARDI, de las condiciones 

personales que allí constan, con domicilio en calle Balcarce 760 de San Miguel de Tucumán. 

II.  

OBJETO. 

En tal carácter, vengo a promover acción de cobro de pesos contra 

(i) ACHERAL S.A., con domicilio en Ruta Nacional 38, Km,.767, Dto. Monteros y (ii) 

contra MANUEL MARTINEZ ZUCCARDI, argentino, mayor de edad, abogado, con 

domicilio en calle Congreso….de San Miguel de Tucumán,  a fin de que oportunamente los 

condene a abonar la suma de pesos cuatro millones novecientos noventa y tres mil quinientos 

diez pesos ($ 4.993.510), con más sus accesorios a título de ajuste o adecuación, desde el 05 

de setiembre de 2022 y hasta el efectivo pago, y según los parámetros de adecuación que 

disponga V.S., en un todo de conformidad con lo que se expone en el parágrafo V infra del 

presente, con costos y costas.. 

III. 

LOS HECHOS. 

Fundo la demanda en las consideraciones de hecho y de derecho 

que seguidamente expongo. 

Conforme lo acredito con la documentación adjunta que adjunto, 

mi mandante es titular del 48.38 % del paquete accionario de la demandada Acheral S.A., en 
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la que se desempeñó como presidente fundador de su directorio desde el 01 de marzo de 

2004 hasta el 28 de junio de 2017. 

En tal orden, y conforme se acredita con la correspondiente acta,  

el día 28 de marzo de 2022 se llevó a cabo la asamblea general de accionistas de la sociedad 

convocada a tenor del art. 234 de la LS, la que al tratar el punto 5º del Orden del Día, relativo 

a la consideración de los resultados sociales correspondientes al ejercicio cerrado al 30.09.21, 

resolvió por unanimidad distribuir el 50 % de ellos y que el remanente del 50 % se 

mantuviera en la cuenta de resultados no asignados, delegando en el directorio las 

oportunidades, compensaciones y formas de pago de los correspondientes dividendos. 

Cumpliendo con tal delegación, por acta del 5 de setiembre de 

2022 el directorio dispuso del pago del 50 % de los dividendos originados en el citado 

ejercicio, correspondiéndole a mi mandante la suma de $ 10.153.329, de la cual se le detrajo, 

a título de “compensación” de supuestas deudas que él tenía respecto a la sociedad, la suma 

de $ 4.993.510, decisión que es claramente ilegítima por no adeudar mi mandante suma 

alguna a la sociedad, la que solo fue cuestionada por el director Flass quien dijo que “la 

deducción corresponde a una factura cuestionada y rechazada por el accionista Jorge 

Martínez Zuccardi”, cabiendo a este respecto formular las siguientes consideraciones: 

1) 

Con fecha 05.06.19, la demandada fabricó artificial o dolosamente 

facturas contra mi mandante por las sumas de (i) u$s 142.848, por “servicio de usos de bins 

plásticos 115.200 período 06/2027 hasta 06/2019” (factura 924) y (ii) de u$s 41.391, por 

“carritos de cosecha individuales”, y u$s 4.814 por “motor Deutz usado”, todo con más IVA, 

facturas, que fueron enfáticamente rechazadas por éste mediante carta documento del 

25.06.19, que adjunto, y a cuyos términos me remito a fin de evitar repeticiones innecesarias, 

añadiendo que respecto a tal pretenso crédito la demandada se limitó a iniciar un proceso de 

mediación para su cobro sin que hasta ahora sea conocimiento de mi parte que haya 

promovido la correspondiente acción judicial. 

2) 

En tal orden, es del caso señalar que tal decisión del directorio de 

la accionada se tomó en base a un inexplicable, complaciente y funcional dictamen del Dr. 

Gerardo Perdiguero, abogado de la sociedad, y también del codemandado Manuel Martínez 

Zuccardi, que adjunto en copia, en el que sin identificar cuáles eran los créditos de la 

sociedad contra mi mandante, cuál su naturaleza, y si eran o no ciertos, y también exigibles, 

de modo que pudieran ser compensables, sostiene ligera e infundadamente la procedencia de 
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tal compensación,  la que fue ciegamente aprobada por mayoría del directorio por acta del 5 

de setiembre de 202, con el solo voto en contra del director Flass. 

3) 

Por lo demás, cabe señalar que tal decisión ya había sido opuesta 

por la accionada en los autos “Martínez Zuccardi, Jorge Agustin vs. Acheral S.A. s/cobro 

ordinario”, Expte. Nº 120/20, tramitados ante el Juzgado de Documentos y Locaciones de la 

Iª Nominación del Centro Judicial Monteros, en el que opuso, entre otras, las defensas de 

suspensión de cumplimiento hasta que mi parte cumpliera con tales pretextadas obligaciones 

nacidas por el uso de bienes sociales, y de compensación con supuestos créditos que tenía la 

sociedad contra ella por el uso de bines., según las facturas señaladas en el puto 1) supra. 

4) 

El día 31 de octubre de 2022 se dictó en el juicio citado supra 

sentencia de primera instancia, la que rechazó ambas excepciones de la demandada; la de 

suspensión de cumplimiento, en razón de que la mera emisión de facturas no tiene carácter 

constitutivo de derechos, sino que implica una mera liquidación de un negocio previo, de 

modo que siempre es necesario probar la existencia y la realidad del negocio representado en 

la factura, prueba que la demandada no aportó en el caso; y la de compensación, con 

fundamento en que no ha sido probada la existencia del crédito invocado por la demandada, 

ni que este fuera líquido y exigible. 

5) 

Tal decisión. en lo que aquí interesa, fue confirmada por el 

Superior por sentencia del 10 de mayo de 2023, al tiempo que el recurso casatorio de la 

accionada fue declarado inadmisible por sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 29 de 

diciembre de 2023. 

6) 

Por otro lado, con fecha 27 de julio de 2021, mi mandante inició 

los autos “Martínez Zuccardi, Jorge Agustin vs. Acheral S.A. s/cobro ordinario”, Expte. Nº 

115/21, tramitados ante el mismo Juzgado de Documentos y Locaciones de la Iª Nominación 

del Centro Judicial Monteros, en el que le reclamó a la demandada dividendos impagos 

correspondientes al ejercicio social cerrado al 30.09.14, proceso en el que ella opuso la 

misma defensa de compensación, la que fue declarada inválida por sentencia del 14 de junio 

de 2024, encontrándose los autos ante el Superior con motivo del recurso de apelación 

interpuesto por ambas partes.  

En suma, y aun cuando parecieran verdades perogrullescas, cabe 

insistir en que para que la compensación sea posible ambos créditos deben ser ciertos, tanto 
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en cuanto a su existencia como con relación a su cantidad o monto, recaudos que no 

concurren en el caso de los pretensos, y no identificados, créditos que se oponen a mi parte, 

pues no son ciertos ni tampoco líquidos y exigibles, esto es, suceptibles de que sea reclamado 

su cumplimiento en forma extrajudicial o judicial, sin a que éste se le pueda oponer 

excepción alguna, de lo que se deriva que las deudas cuya existencia es desconocida por el 

deudor no pueden ser objeto de compensación por tratarse de obligaciones inciertas1, por lo 

que la demanda de mi parte deberá ser receptada, con costas. 

                              IV. 

 RESPONSABILIDAD DEL CODEMANDADO MANUEL 

MARTINEZ ZUCCARDI. 

 Conforme lo dispone el art. 59 de la LS, los administradores y 

representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre 

de negocios, so pena de responder por los daños y perjuicios que resultaran de sus acciones u 

omisiones, deberes que encuentran su fundamento en el deber de fidelidad del mandatario o 

del gestor de intereses ajenos, como así también en el deber de buena fe, siendo de allí que se 

deba conducir con la corrección de un hombre honrado, como un buen hombre de negocios, 

en defensa de los intereses cuya administración se le han confiado, lo que excluye toda 

posibilidad de que lo haga para obtener un beneficio o una venganza personal, a expensas de 

la sociedad. 

Por lo demás, si bien es cierto que son distintas las personas de los 

directores de la persona jurídica, no es menos cierto que la desestimación de la personalidad 

constituye la consecuencia directa e inmediata de la utilización ilegal irregular o abusiva de la 

persona jurídica, en tanto ello se vincula con el “exceso de poder” o con el “abuso del 

derecho”, lo que “posibilita atribuir relaciones jurídicas activas o pasivas a otros sujetos, 

diferenciados, que a los originariamente activos o pasivos”2. 

Por otra parte, “el administrador de la sociedad no podrá 

argumentar desconocimiento en materias que se relacionan con la gestión de los negocios 

sociales, dado que es su deber el conocimiento necesario para desarrollar los cometidos” 

(Juan Ignacio Dobson, Interés Societario, pág. 100), o, y dicho de otra manera, “la regla del 

juicio de negocios” indica que la gestión empresaria de cualquier administrador societario, 

para ser cabal, tiene como sustento inexorable la debida información y el obrar con la 

                                            
1 Highton-Bueres, Código Civil Comentado, Tomo IIB, pág.  819. 
2 Rafael Manovil, Grupo de Sociedades, pág. 959 y sig. 
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diligencia a que alude el art. 59 citado” (Alfredo Rovira, Responsabilidad del directorio por 

la gestión empresaria”, LL 2005-E-1129.   

 En igual dirección, cabe apuntar que doctrina enseña que la 

“diligencia”, la “debida diligencia” (art. 361 CC y C), la “diligencia apropiada” (art. 774 inc. 

a) CC y C), o “la diligencia apropiada” (art. 774 inc. a) CCy C), implica discernimiento, una 

conciencia despierta, reflexiva, escrupulosa, atenta; evoca la actividad enfocada de quien 

aspira a un resultado, la tensión hacia el bien objetivo, la devoción en el actuar”3, de modo 

que incumplimiento del deber de actuación diligente, compromete la responsabilidad civil del 

profesional, a título de negligencia, de impericia o de imprudencia, pues el juicio de 

adecuación de la conducta debe hacerse según las capacidades y circunstancias de cada uno, 

conforme lo establece la pauta general del art. 1725, primera parte, del CC y C, de modo que 

los conocimientos especializados no pueden sino agravar las consecuencias que se ponen a 

cargo del agente”4. 

 Y lo señalado viene a cuento porque el codemandado Manuel 

Martínez Zuccardi, presidente del directorio no solo es un experimentado y reconocido 

abogado, con más de 50 años de ejercicio de la profesión, sino que también tuvo una dilatada 

y prestigiosa actividad como dirigente cañero, lo que lo llevó a presidir por un largo período 

a la Unión Cañeros Independientes de Tucumán (UCIT), y también a integrar y luego presidir 

la Estación Experimental Agroindustrial Obispo Colombres entre los años 1999 y 2003. 

 Así las cosas, la maniobra torpe de la sociedad para desconocer su 

obligación para con mi parte, la obliga por sus consecuencias, y también obliga a quién la 

preside, el codemandado Manuel Martínez Zuccardi, con fundamento en que, como 

experimentado abogado con larga trayectoria, y también hombre de negocios nunca pudo 

convalidar tal decisión del directorio en orden a desconocer el crédito de mi parte en base a 

facturas falsas prefabricadas a esa exclusiva finalidad, y en base a un dictamen de su abogado 

personal que conforma un puro mamarracho. 

 V. 

READECUACION DEL CREDITO. 

 

“en situaciones regidas por los principios de justicia conmutativa ha de 

estarse a la igualdad estricta de las prestaciones reciprocas, conforme a 

las circunstancias del caso, y no siendo el dinero un fin o un valor en sí 

mismo, sino un medio que como denominador común permite 

conmensurar casos y acciones muy dispares en el intercambio, aquella 

igualdad exige que la equivalencia de las prestaciones reciprocas 

                                            
3 Stirpe, Annalisa- citada por Lopez Mesa en “La apreciación de la conducta de los profesionales según su 

capacidad y circunstancias y la lex arts. La Ley AR/DOC/1138/2016 
4 López Mesa, obra citada en 3. 
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responda a la realidad de sus valores y al fin de cada una de ellas, 

situación equitativa que resulta alterada cuando por culpa del deudor 

moroso la prestación nominal a su cargo ha disminuido su valor real, su 

poder adquisitivo, por culpa de factores que no dependan del acreedor y 

esta finalidad de reparación ha de entenderse en el sentido de 

compensación justa e integral”56 

1. 

Antecedentes. 

Conforme se dijo en la demanda, por acta del 5 de setiemgre de 

2022 el directorio de la demandada compensó la acreencia por dividendos de mi mandante 

por la suma de $ 4.993.510 con inexistentes creditos de la sociedad, decisión que claramente 

fue ilegítima por no adeudar aquel suma alguna a la sociedad. 

2. 

El daño causado a mi parte. 

Como se dijo, mediante tal arbitrio mi representado fue despojado 

de sus dividendos de $ 4.993.510, suma que era al 5 de setiembre de 2022 equivalente a u$s 

34.378.72, tomando un tipo de cambio de $ 145,25 mientras que, si tal importe fuera 

actualizado con el Índice de Precios al Consumidor de San Miguel de Tucumán desde 

setiembre de 2022 al mes de diciembre de 2024, ascendería a $ 39.083.704. 

Así las cosas, el importe adeudado con más sus intereses según 

tasa activa del BNA al 31.12.24 que según informe adjunto ascendería a $ 18.871.460,70, 

solo representaría el 48.28 % del valor real de su crédito, lo que implica un palmario despojo 

o confiscación de su patrimonio, y, paralelamente, un enriquecimiento indebido de la 

demandada que dolosamente se apropió de sus fondos, lo que resulta intolerable al orden 

jurídico. 

3. 

La pretensión de mi parte. 

Como se adelantó supra, mi parte reclama se le restituya en su 

totalidad la cantidad de dinero de la que fue ilegítimamente privado por la accionada, 

solicitando que, y como lo dijera nuestra C.S.J.N. en su reciente fallo del 20.02.24, in re 

“G.S.M. y otro vs. K.M.E.A”,  V.S. disponga aplicar “remedios alternativos, de modo que, y 

siempre dentro del ámbito autorizado por la ley, se disponga un mecanismo efectivo para 

conservar el valor económico de la obligación de la demandada”, atento a que resulta 

ostensible la insuficiencia de la tasa de interés activa para evitar el envilecimiento de su 

                                            
5 Corte Suprema de Justicia de la Nación, Vieytes de Fernández vs Provincia de buenos Aires (LL 1976-D-241 
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crédito con motivo del agudo proceso inflacionario en curso7, el que ha adquirido una 

dimensión y velocidad tal que la sentencia consagra un despojo en términos reales de más del 

50 % % del crédito de mi mandante. 

En tal dirección, es pertinente recordar que nuestros tribunales 

tienen dicho que entre los efectos principales derivados de la mora en el cumplimiento de las 

obligaciones se encuentra la traslación de los riesgos que se fijan definidamente en la cuenta 

del incumplidor8 

En razón de ello, es, entonces, que recaen sobre el deudor moroso 

en satisfacer el crédito las ulteriores consecuencias que de su conducta se derivaron, entre 

ellos los inflacionarios, pues la solución contraria equivaldría premiar el accionar de una 

parte que impone a la otra la necesidad de llevar adelante un largo proceso partiendo de la 

certeza de que su obligación habrá de encontrarse circunscripta sine die a una determinada 

suma de dinero inalterable en el tiempo. Por otro lado, es claro que desde la mora lo 

adeudado debe devengar un interés suficiente, de modo de asegurar al acreedor la reparación 

integral a la que tiene derecho9, lo que no ocurre en las actuales circunstancias de nuestro 

país, pues las tasas de interés, cualquiera fuera la que se adoptare, indudablemente no 

cumplen tal función. 

Es que, y como es hoy de público conocimiento, las tasas de 

interés, sean pasivas, a activas, no resultan suficientes para asegurar la reparación integral a 

la que tiene derecho el acreedor, sea por ser fijadas en base a factores políticos que se 

desconocen, y que en algunos casos resultan inexplicables (vgr: cuando durante largos 

periodos de tiempo el nivel de las tasas pasivas exceden a los de la tasa activas, de modo que 

los bancos estarían prestando dinero a pérdida), sea por no estar admitida la capitalización 

periódica de los intereses, o bien porque en cualquier caso los niveles en que son fijadas no 

alcanzan para preservar el capital ante su constante envilecimiento resultante del proceso 

inflacionario, y no lo son a tal punto que constituyen un fuerte incentivo para demorar los 

procesos en perjuicio de los acreedores, y ello es así porque, y como se dijera, “el dinero es 

como un helado puesto al sol y el proceso judicial es un método de debate que no puede 

llevarse a cabo en la sombra”10.  

En otras palabras: sea por tales razones, o por otras que se nos 

                                            
7 Por lo demás, a las consecuencias derivadas de una economía inflacionaria, debe añadirse la circunstancia de 

que el Gobierno Nacional haya ejecutado su decisión política de “licuar” sus pasivos monetarios, reduciendo las 

tasas de interés a niveles inferiores a los de los índices de inflación, confiscando así el patrimonio de los 

acreedores y ahorristas, objetivo que hasta ahora vienen logrando exitosamente. 
8 Llambías, Obligaciones, Tomo, pág. 162 Nº 132; Ernesto Wayar- Tratado de la mora, pág. 598 
9 Intereses judiciales en el fuero laboral nacional. Pablo Barbieri- LL AR/DOC/3284/2022 
10 Principio de congruencia y depreciación monetaria. Dificultades para debatir deudas de valor en el proceso 

civil y comercial bonaerense” Revista de Derecho Procesal 2020-1- Rubinzal Culzoni. Pág. 371 y sig. 
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escapan, en cualquier caso, las tasas de interés en el nivel o modo en que se aplican 

judicialmente producen una descomunal pérdida de la capacidad de compra del valor de 

dinero, lo que determina que “los acreedores en créditos dinerarios tienen en su hombro una 

barra de hielo que se va derritiendo con el tiempo y cuando llega la sentencia les queda una 

parte, a veces pequeña, de la original”11 

 Lo antes dicho queda acreditado con los siguientes y sencillos 

cálculos relacionados con el crédito de mi representada de $ 4.993.510 según la tasa activa 

del BNA, comparado con otras variables económicas, a saber:  

 

Intereses s/tasa activa BNA  

Periodo 05.09.22 al 31.12.24 

=  277,92  % x $ $ 4.993.510=           $   18.871.472 

Índice de Precios SMT-  

Set. 22./. diciembre 24 

diciembre 2024- 5.989,59. = 7,8269  $   39.083.704 

diciembre 2022-    765,25 

 

Vocal de la Excma. CSJN 

Básico al 01.09.22=$    159.528,17 

Básico al 17.12.2=0$ 1.080.275,13 

= 6,7771 x $ 4.993.510 =                    $  33.841.516   

CER 31.12.24=515.5167= 11,40  

05.09.22  4.668,2820 

$ 4.993.510 x 11,40                             $  57.375.429 

UVA 31.12.24= 1.300,85=13,21 

05.09.22      145,49 

$ 4.993.510 x 13,21                             $    65.964,27 

Salario Mínimo Vital y Móvil diciembre 2024 $ 279.718= 5,4642 

setiembre 2022 $   51.200    

$ 4.993.510 x $ 5,4642                        $  27.285.537 

       

En síntesis, computando la tasa activa de interés del BNA desde el 1º 

desde el 5 de setiembre de 2022 y hasta el 31.12.24, tendremos que el crédito de mi 

mandante ascendería a $ 18.871.472 , mientras que si aplicáramos para el mismo período (i) 

el Índice de Precios al Consumidor de San Miguel de Tucumán, sería de $ 39.083.704, (ii) el 

CER, en cuyo caso representaría $ 57.375.429, o bien el sueldo básico de un miembro de la 

CSJN, supuesto en que el crédito seria de $ 33.841.516, etc., etc. siendo  meridianamente 

claro entonces que, y frente a la inflación del periodo y de la aplicación de una tasa de interés 

notoriamente insuficiente para preservar la intangibilidad del crédito de mi parte, se hace 

necesaria su readecuación a fin de salvaguardar su derecho de propiedad, evitando así una 

solución confiscatoria y un notorio y consecuente enriquecimiento sin causa del deudor 

moroso. 

 

                                            
11 Emilio Romualdi, Un fallo valiente a mitad de camino de la solución del problema- LL AR/DOC/2293/2020. 
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En suma, tamaño despojo no puede ser admitido, más aún si se 

tiene presente que los jueces deben resolver los casos examinando con atención la realidad 

económica vigente al tiempo de dictar su sentencia, e incluso pueden, y deben, apartarse de 

liquidaciones hechas con base en pautas fijadas por resoluciones firmes, si por su intermedio 

se arriba a resultados absurdos (CSJN, Pronar, Fallos, 313,95): y que según nuestra CSJN, 

son arbitrarias las sentencias que se desentienden de las consecuencias económicas que 

generan (Arasa SA, Fallos 319,351), o que afectan la integridad del crédito del acreedor 

(Kogan, Fallos 368,1694), o que alteran la necesaria relación de proporcionalidad que debe 

mediar entre el crédito de la parte y la contraprestación implicada en el negocio que motivó el 

pleito (Melgarejo, Fallos 316,162) 

Desde tal punto de vista, señalo que en el citado fallo del 20 de 

febrero de 2024, recaído in re “G.S.M. y otro vs. K.M.E.A”, en el que la CSJN anuló por 

arbitrariedad a una sentencia que en razón de lo dispuesto  por el art. 10 de la Ley 23.928 

HABÍA dejado sin efecto la aplicación de un índice de precios para ajustar una obligación 

alimentaria; la CSJN declaró su arbitrariedad “por menoscabar garantías constitucionales al 

haber omitido considerar elementos conducentes para la solución del litigio o bien de aplicar 

un mecanismo efectivo para conservar el valor económico de la obligación”12.  

                                            
12 Dictamen del Procurador Fiscal que la Corte hace suyo. 

“Por otra parte, estimo que resultan procedentes los agravios vinculados con la omisión de la cámara de analizar 

otros mecanismos de actualización posibles a fin de asegurar que la obligación alimentaria por parte del 

progenitor cumpla su finalidad. Al respecto y aun cuando tales aspectos remiten al examen de cuestiones 

fácticas y de derecho común y procesal ajenas en principio a la instancia extraordinaria, ello no resulta óbice 

para su consideración por la vía intentada cuando, con menoscabo de garantías constitucionales, la cámara ha 

omitido considerar elementos conducentes para la solución del litigio…. 

Además, dejó sin efecto su actualización semestral con sustento en que esa pauta viola la prohibición de indexar 

deudas prevista en la ley23.928, cuya aplicación estimo obligatoria para los jueces por tratarse de normativa de 

orden público. 

En mi opinión, la sentencia recurrida, al eludir el análisis relativo a la aplicación de un mecanismo 

destinado a preservar en el tiempo el valor adquisitivo de la cuota alimentaria fijada, sin que ello importe 

una actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas en 

los términos de la ley 23.928, omitió brindar suficiente respuesta al planteo de la actora. 

Al respecto, en función del contexto inflacionario imperante en nuestro país durante los últimos años se ha 

procurado en convenios y sentencias la conservación del valor real de la cuota de alimentos. Así, además del 

pago directo de ciertas prestaciones vinculadas con educación y salud, o el ajuste semestral conforme al índice 

R.I.P.T.E. (Remuneraciones imponibles Promedio de Trabajadores Estatales) o el IÑP.C.(índices de precios al 

consumidor que publica el INDEC) se ha procedido, por ejemplo a fijar el pago de la obligación….en el 

equivalente de un porcentaje del salario o de algún otro paramero de referencia, entre ellos, el salario mínimo, 

vital y móvil y el JUS, una unidad de medida creada para estandarizar el cálculo  de honorarios… 

En el presente caso, el tribunal de alzada no pondero que al dejar sin efecto la actualización semestral conforme 

al costo de vida, sin fijar un mecanismo alternativo, disminuye al ritmo del proceso inflacionario el valor 

económico la prestación alimentaria. 

De ese modo, el tribunal abstrayéndose de la situación macroeconómica del país, juzgo la depreciación 

monetaria como un hecho incierto, forzando a la actora a iniciar periódicamente nuevos incidentes y a probar, 

encaso caso, que la prestación devino insuficiente. 

En tales condiciones, resulta arbitraria la decisión pues sostuvo la prohibición de indexación de la ley 23.928 sin 

explorar remedios alternativos adecuados…. 
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En el mismo orden de ideas, cabe señalar que si bien es cierto que 

las leyes 23.928 y 25.551 prohíben todo tipo de actualización, no es menos cierto que in re 

“Einaudi, Sergio vs. Dirección General Impositiva”, sentencia del 16.09.14, la CSJN dijo 

“que la circunstancia de tener que cumplir con ese cometido  [llevar a cabo una adecuación o 

ajuste de una prestación] prescindiendo, como lo prescribe el art. 10 de la ley 23.928, de toda 

fórmula matemática fundada en la actualización monetaria, repotenciación o indexación], no 

exime al Tribunal de consultar elementos objetivos de ponderación de la realidad que den 

lugar a un resultado razonable y sostenible”, criterio que se reafirma en el considerando 2 de 

su Acordada 28/214, al señalar que la prohibición del art. 10 de la ley 23.928, N 

Añado que la vía de la “readecuación” de la obligación, a la que 

refieren los citados precedentes de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha sido 

favorablemente receptada por la doctrina13, pues es claro que, y cuando, como en el caso, se 

produce un grave desequilibrio patrimonial, sus consecuencias se trasladan inexorablemente 

hacia el acreedor, lo que no puede ser admitido, toda vez que, y como lo dijera la CSJN, la 

utilización de intereses constituye solo un arbitrio tendiente a obtener una ponderación 

objetiva de la realidad económica a partir de pautas de legitimo resarcimiento. Si ello no 

opera de ese modo, el resultado se vuelve injusto objetivamente y debe ser corregido por los 

magistrados (Fallos: 315,2558; 316, 1972; 319,351; 323, 2562, 326,259) 

En la misma dirección, se ha dicho que, en caso de 

incumplimiento, la reparación de un valor estimado debe ser ampliado o actualizado teniendo 

en cuenta el verdadero valor del daño que ha mutado aun luego de que la sentencia haya 

alcanzado el grado de cosa juzgada, siempre que este no haya sido cancelado 

oportunamente14. 

Por lo demás, es pertinente a esta altura recordar los siguientes 

principios liminares establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos 

“Camuso vda. de Marino vs. Perkins S.A.”15 

a) 

Si la demandada hubiera cumplido debidamente sus obligaciones 

al tiempo del fallecimiento del empleado, no se habría visto compelida al pago de la 

                                                                                                                                        
…en este supuesto corresponde al tribunal, en resguardo de los derechos fundamentales en juego, establecer de 

antemano, dentro del ámbito autorizado por la ley, un mecanismo efectivo para conservar el valor 

económico de la obligación” 
13

Actualización monetaria: no mera indexación matemática. Pero si adecuación a través de “métodos que 

consulten elementos objetivos de ponderación de la realidad que den lugar a resultados razonables y 

sostenibles”. Toribio Sosa La Ley online AR/DOC 5112/2015 

 
14 Rey-Rinessi- La cuantificación del daño, sus implicancias- Revista del derecho de daños 2001-1, pág. 27 y 

sig. 
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indemnización actualizada que establece la ley 20.695), aun en la etapa de ejecución de la 

sentencia. En estas condiciones, dependiendo la actualización de la propia conducta 

discrecional del deudor, resulta inaceptable cualquier planteo constitucional. 

b)  

Por otra parte, no debe perderse de vista que, en primer lugar, las 

disposiciones de la ley 20.695 vienen a privar al deudor moroso de un beneficio producto de 

su incumplimiento, cuál es el de desobligarse transfiriendo un valor económicamente muy 

inferior al que hubo de entregar en caso de haber satisfecho en término su obligación 

En suma, y de no receptarse la pretensión de mi parte, la sentencia 

resultaría írrita, pues incurriría en un apartamiento notorio de la realidad económica existente 

al tiempo de su dictado, arribando así a una solución intrínsecamente injusta por lo 

confiscatoria. 

c) 

En el caso estamos frente a una realidad económica que generó 

daños sobrevinientes a la demanda, causativos de una excesiva onerosidad para el acreedor, a 

un grado tal que, y supuesto que la acreencia debiera devengar intereses, solo se le repararía 

un ínfimo porcentaje de lo debido, lo que implicara una palmaria violación a los arts.17 y18 

de la CN, y a su preámbulo que dispone afianzar la justicia16. 

d) 

En tal supuesto, el proceso, lejos de asegurar el acceso a la tutela 

judicial efectiva, convalidaría una descomunal transferencia patrimonial, y un consecuente 

enriquecimiento indebido de la accionada, cohonestando así su cuasi delictual conducta de 

apropiarse mediante el arbitrio de fabricar facturas contra mi parte ideológicamente falsas 

para seguidamente compensarlas con su crédito por dividendos, soslayando así que la 

condición necesaria para que la compensación resulta admisible es la de que ambos créditos 

sean ciertos líquidos y exigibles. 

En razón de lo expuesto es que peticiono que el importe del monto 

de lo adeudado a mi mandante sea adecuado, y conforme lo dijera la CSJN, en base a 

“elementos conducentes para la solución del litigio”, o bien consultando “elementos 

objetivos de ponderación de la realidad que den lugar a un resultado razonable y sostenible”, 

de modo de preservar el valor económico de la obligación, debiendo a esos efectos s V.E. 

adoptar alguna unidad de medida o parámetro objetivo y razonable por ejemplo,  

retribuciones de los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (ver 

                                                                                                                                        
15 21.05.76 La Ley1976-C-72- D.T. 1976,659, La Ley On Line AR/JUR/396/1976 
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sitio:,https://www.csjn.gov.ar/transparencia/personal-judicial/escala-salarial), de la Suprema 

Corte de la Provincia, o de sus jueces o empleados, etc., etc.) que sea conducente para 

conservar el valor original del crédito de mi mandante, vigente al 05.09.22, fecha de la mora, 

de modo de obtener su íntegro reconocimiento y su inmutabilidad a través del proceso y hasta su 

efectivo pago.’ 

VI. 

CASO FEDERAL 

En atención que conforme lo expuesto supra, se encuentran 

comprometidos en el caso los derechos de propiedad y de defensa, y además el propósito de 

afianzar la justicia que recepta el preámbulo de nuestra Constitución planteo la 

correspondiente cuestión constitucional haciendo reserva del derecho de recurrir en su caso 

ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por arbitrariedad de sentencia. 

VII. 

 PETITORIO. 

 Por lo expuesto, de V.S., solicito: 

1) Me tenga por presentado, por parte y por constituido domicilio. 

2) Se tenga presente que, y conforme a constancia adjunta, se ha llevado a cabo el 

proceso de mediación previa, cerrado sin acuerdo. 

3) Oportunamente, se recepte la demanda con costos y costas 

4) .Se tenga presente la cuestión federal planteada en el parágrafo VI del presente, y 

consecuente reserva del REF por arbitrariedad de sentencia. 

Proveer de conformidad y 

   Será Justicia. 

 

 

                                                                                                                                        
16 CSJN, Fallos: 298,466; 299,501; 300,659; CCC, Sala I, sentencia 287 del 30.10.92 Medina vs. Escobar; Sala 

III, sentencia 396 del 17.12.92, Moya de Barrionuevo vs. Páez de la Cruz- Sentencia 919 del 10.12.98 Banco de 

la Provincia de Tucumán vs. Robert.  

https://www.csjn.gov.ar/transparencia/personal-judicial/escala-salarial


Acta Audiencia-Cierre del Proceso de Mediación Sin Acuerdo.  

Mediación: “Martínez Zuccardi Jorge Agustín c/ Acheral S.A. y Otro s/ Cobro 

Ordinario de Pesos” 

Legajo N°: 471/24.- 

En la ciudad de Monteros a los 02 días del mes de Octubre del año 2024 siendo las 16:30 

hs., ante mi María Alejandra Toledo, Mediadora a cargo del Registro de Mediación N° 170 

del Centro Judicial de Monteros, Poder Judicial de Tucumán, con Casillero de 

Notificaciones Digital N° 27288245997, se celebra la presente audiencia de mediación, 

comunicándome mediante la modalidad vía remota a través de video llamada de whatsapp 

con la Parte Requirente, el Sr. Jorge Agustín Martínez Zuccardi, D.N.I. N° 11.910.387, 

con domicilio real en calle Balcarce N° 760, San Miguel de Tucumán, actuando con el 

patrocinio letrado del Dr. Gabriel Terán, M.P. 2417, constituyendo domicilio legal en 

casillero de Notificaciones Digital N° 20142261236 y con la Parte Requerida, 1) 

ACHERAL S.A., representada en este acto por su Apoderado, el Dr. Gustavo Rene 

Pereyra Jimena, M.P. 5307, con facultades suficientes para este acto conforme Poder 

General para Juicios otorgado a su favor en fecha 26 de Diciembre de 2017 ante el 

Escribano Eduardo Benedicto, constituyendo domicilio legal en Casillero de Notificaciones 

Digital N° 23260293419, 2) Manuel Martínez Zuccardi, D.N.I. N° 8.097.431, abogado 

del foro local, M.P. 1324, quien actúa por derecho propio, constituyendo  domicilio a todos 

los efectos legales en Casillero de Notificaciones Digital N°23260293419.    

Siendo las 17:00 hs. se da por concluido el presente proceso de mediación con motivo de la 

falta de acuerdo entre las partes.     

Honorarios de la Mediadora: Los honorarios correspondientes por mi intervención 

profesional son fijados en el valor de una consulta verbal dispuesta por el Colegio de 

Abogados del Sur, debiendo ser soportada por ambas partes en un 50% cada una, la Parte 

Requirente manifiesta que los honorarios a su cargo cuya suma ascienden los $100.000 ( 

Pesos Cien Mil), serán abonados en un plazo de 5 días, los honorarios a cargo de la Parte 

Requerida cuya suma ascienden los $100.000 ( Pesos Cien Mil),  estarán a cargo en su 

totalidad de ACHERAL S.A. 



Se deja constancia en esta acta que se hizo conocer a las partes que el proceso de mediación 

es confidencial, no pudiendo reproducirse el contenido de las audiencias por ningún medio 

personal, análogo y/o digital, a lo que todos prestaron conformidad. 

Se hace saber a las partes de este proceso de mediación que en el supuesto de no ser 

satisfechos los honorarios correspondientes a la mediadora por su intervención profesional, 

la presente acta del cierre de proceso resulta ser un instrumento público constituye título 

suficiente para promover ejecución de honorarios conforme lo dispone el art. 18 de la Ley 

7844, quedando debidamente notificados en este acto. 
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133 DEMANDA COBRO DE PESOS. 

 

 

 

(Juicio: JORGE MARTINEZ ZUCCARDI. vs. ACHERAL S.A. y otros s/cobro de pesos) 

 

 

Señor Juez en D. y Locaciones: 

GABRIEL TERAN, abogado, con domicilio en casillero 23 

Centro Judicial Monteros, y constituyendo domicilio digital en 20142261236, a V.S., 

respetuosamente, digo: 

  I. 

 Como lo acredito con la copia de escritura pública que adjunto a la 

presente, soy apoderado de JORGE MARTINEZ ZUCCARDI, de las condiciones 

personales que allí constan, con domicilio en calle Balcarce 760 de San Miguel de Tucumán. 

II.  

OBJETO. 

En tal carácter, vengo a promover acción de cobro de pesos contra 

(i) ACHERAL S.A., con domicilio en Ruta Nacional 38, Km,.767, Dto. Monteros y (ii) 

contra MANUEL MARTINEZ ZUCCARDI, argentino, mayor de edad, abogado, con 

domicilio en calle Congreso 545 de San Miguel de Tucumán,  a fin de que oportunamente los 

condene a abonar la suma de pesos cuatro millones novecientos noventa y tres mil quinientos 

diez pesos ($ 4.993.510), con más sus accesorios a título de ajuste o adecuación, desde el 05 

de setiembre de 2022 y hasta el efectivo pago, y según los parámetros de adecuación que 

disponga V.S., en un todo de conformidad con lo que se expone en el parágrafo V infra del 

presente, con costos y costas.. 

III. 

LOS HECHOS. 

Fundo la demanda en las consideraciones de hecho y de derecho 

que seguidamente expongo. 

Conforme lo acredito con la documentación adjunta (entre otras, 

acta de asamblea de accionistas  del 28 de marzo de 2022) que adjunto, mi mandante es 

titular del 48.38 % del paquete accionario de la demandada Acheral S.A., en la que se 
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desempeñó como presidente fundador de su directorio desde el 01 de marzo de 2004 hasta el 

28 de junio de 2017. 

En tal orden, y conforme se acredita con la correspondiente acta,  

el día 28 de marzo de 2022 se llevó a cabo la asamblea general de accionistas de la sociedad 

convocada a tenor del art. 234 de la LS, la que al tratar el punto 5º del Orden del Día, relativo 

a la consideración de los resultados sociales correspondientes al ejercicio cerrado al 30.09.21, 

resolvió por unanimidad distribuir el 50 % de ellos, y que el remanente del 50 % se 

mantuviera en la cuenta de resultados no asignados, delegando en el directorio las 

oportunidades, compensaciones y formas de pago de los correspondientes dividendos. 

Cumpliendo con tal delegación, por acta del 5 de setiembre de 

2022 el directorio dispuso del pago del 50 % de los dividendos originados en el citado 

ejercicio, correspondiéndole a mi mandante la suma de $ 10.153.329, de la cual se le detrajo, 

a título de “compensación” de supuestas deudas que él tenía respecto a la sociedad, la suma 

de $ 4.993.510, decisión que es claramente ilegítima por no adeudar mi mandante suma 

alguna a la sociedad, la que solo fue cuestionada por el director Flass quien dijo que “la 

deducción corresponde a una factura cuestionada y rechazada por el accionista Jorge 

Martínez Zuccardi”, cabiendo a este respecto formular las siguientes consideraciones: 

1) 

Con fecha 05.06.19, la demandada fabricó artificial o dolosamente 

facturas contra mi mandante por las sumas de (i) u$s 142.848, por “servicio de usos de bins 

plásticos 115.200 período 06/2027 hasta 06/2019” (factura 924) y (ii) de u$s 41.391, por 

“carritos de cosecha individuales”, y u$s 4.814 por “motor Deutz usado”, todo con más IVA, 

facturas, que fueron enfáticamente rechazadas por éste mediante carta documento del 

25.06.19, que adjunto, y a cuyos términos me remito a fin de evitar repeticiones innecesarias, 

añadiendo que respecto a tal pretenso crédito la demandada se limitó a iniciar un proceso de 

mediación para su cobro sin que hasta ahora sea conocimiento de mi parte que haya 

promovido la correspondiente acción judicial. 

2) 

En tal orden, es del caso señalar que tal decisión del directorio de 

la accionada se tomó en base a un inexplicable, complaciente y funcional dictamen del Dr. 

Gerardo Perdiguero, abogado de la sociedad, y también del codemandado Manuel Martínez 

Zuccardi, que adjunto en copia, en el que sin identificar cuáles eran los créditos de la 

sociedad contra mi mandante, cuál su naturaleza, y si eran o no ciertos, y también exigibles, 

de modo que pudieran ser compensables, sostiene ligera e infundadamente la procedencia de 
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tal compensación,  la que fue servilmente ciegamente aprobada por mayoría del directorio 

por acta del 5 de setiembre de 202, con el solo voto en contra del director Flass. 

3) 

Por lo demás, cabe señalar que tal decisión ya había sido opuesta 

por la accionada en los autos “Martínez Zuccardi, Jorge Agustin vs. Acheral S.A. s/cobro 

ordinario”, Expte. Nº 120/20, tramitados ante el Juzgado de Documentos y Locaciones de la 

Iª Nominación del Centro Judicial Monteros, en el que opuso, entre otras, las defensas de 

suspensión de cumplimiento hasta que mi parte cumpliera con tales pretextadas obligaciones 

nacidas por el uso de bienes sociales, y de compensación con supuestos créditos que tenía la 

sociedad contra ella por el uso de bienes., según las facturas señaladas en el puto 1) supra. 

4) 

El día 31 de octubre de 2022 se dictó en el juicio citado supra 

sentencia de primera instancia, la que rechazó ambas excepciones de la demandada; la de 

suspensión de cumplimiento, en razón de que la mera emisión de facturas no tiene carácter 

constitutivo de derechos, sino que implica una mera liquidación de un negocio previo, de 

modo que siempre es necesario probar la existencia y la realidad del negocio representado en 

la factura, prueba que la demandada no aportó en el caso; y la de compensación, con 

fundamento en que no ha sido probada la existencia del crédito invocado por la demandada, 

ni que este fuera líquido y exigible. 

5) 

Tal decisión. en lo que aquí interesa, fue confirmada por el 

Superior por sentencia del 10 de mayo de 2023, al tiempo que el recurso casatorio de la 

accionada fue declarado inadmisible por sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 29 de 

diciembre de 2023. 

6) 

Por otro lado, con fecha 27 de julio de 2021, mi mandante inició 

los autos “Martínez Zuccardi, Jorge Agustin vs. Acheral S.A. s/cobro ordinario”, Expte. Nº 

115/21, tramitados ante el mismo Juzgado de Documentos y Locaciones de la Iª Nominación 

del Centro Judicial Monteros, en el que le reclamó a la demandada dividendos impagos 

correspondientes al ejercicio social cerrado al 30.09.14, proceso en el que ella opuso la 

misma defensa de compensación, la que fue declarada inválida por sentencia del 14 de junio 

de 2024, encontrándose los autos ante el Superior con motivo del recurso de apelación 

interpuesto por ambas partes.  

En suma, y aun cuando parecieran verdades perogrullescas, cabe 

insistir en que para que la compensación sea posible ambos créditos deben ser ciertos, tanto 
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en cuanto a su existencia como con relación a su cantidad o monto, recaudos que no 

concurren en el caso de los pretensos, y no identificados, créditos que se oponen a mi parte, 

pues no son ciertos ni tampoco líquidos y exigibles, esto es, suceptibles de que sea reclamado 

su cumplimiento en forma extrajudicial o judicial, sin a que éste se le pueda oponer 

excepción alguna, de lo que se deriva que las deudas cuya existencia es desconocida por el 

deudor no pueden ser objeto de compensación por tratarse de obligaciones inciertas1, por lo 

que la demanda de mi parte deberá ser receptada, con costas. 

                              IV. 

 RESPONSABILIDAD DEL CODEMANDADO MANUEL 

MARTINEZ ZUCCARDI. 

 Conforme lo dispone el art. 59 de la LS, los administradores y 

representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre 

de negocios, so pena de responder por los daños y perjuicios que resultaran de sus acciones u 

omisiones, deberes que encuentran su fundamento en el deber de fidelidad del mandatario o 

del gestor de intereses ajenos, como así también en el deber de buena fe, siendo de allí que se 

deba conducir con la corrección de un hombre honrado, como un buen hombre de negocios, 

en defensa de los intereses cuya administración se le han confiado, lo que excluye toda 

posibilidad de que lo haga para obtener un beneficio o una venganza personal, a expensas de 

la sociedad. 

Por lo demás, si bien es cierto que son distintas las personas de los 

directores de la persona jurídica, no es menos cierto que la desestimación de la personalidad 

constituye la consecuencia directa e inmediata de la utilización ilegal irregular o abusiva de la 

persona jurídica, en tanto ello se vincula con el “exceso de poder” o con el “abuso del 

derecho”, lo que “posibilita atribuir relaciones jurídicas activas o pasivas a otros sujetos, 

diferenciados, que a los originariamente activos o pasivos”2. 

Por otra parte, “el administrador de la sociedad no podrá 

argumentar desconocimiento en materias que se relacionan con la gestión de los negocios 

sociales, dado que es su deber el conocimiento necesario para desarrollar los cometidos” 

(Juan Ignacio Dobson, Interés Societario, pág. 100), o, y dicho de otra manera, “la regla del 

juicio de negocios” indica que la gestión empresaria de cualquier administrador societario, 

para ser cabal, tiene como sustento inexorable la debida información y el obrar con la 

                                            
1 Highton-Bueres, Código Civil Comentado, Tomo IIB, pág.  819. 
2 Rafael Manovil, Grupo de Sociedades, pág. 959 y sig. 
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diligencia a que alude el art. 59 citado” (Alfredo Rovira, Responsabilidad del directorio por 

la gestión empresaria”, LL 2005-E-1129.   

 En igual dirección, cabe apuntar que doctrina enseña que la 

“diligencia”, la “debida diligencia” (art. 361 CC y C), la “diligencia apropiada” (art. 774 inc. 

a) CC y C), o “la diligencia apropiada” (art. 774 inc. a) CCy C), implica discernimiento, una 

conciencia despierta, reflexiva, escrupulosa, atenta; evoca la actividad enfocada de quien 

aspira a un resultado, la tensión hacia el bien objetivo, la devoción en el actuar”3, de modo 

que el  incumplimiento del deber de actuación diligente, compromete la responsabilidad civil 

del profesional, a título de negligencia, de impericia o de imprudencia, pues el juicio de 

adecuación de la conducta debe hacerse según las capacidades y circunstancias de cada uno, 

conforme lo establece la pauta general del art. 1725, primera parte, del CC y C, de modo que 

los conocimientos especializados no pueden sino agravar las consecuencias que se ponen a 

cargo del agente”4. 

 Y lo señalado viene a cuento porque el codemandado Manuel 

Martínez Zuccardi, presidente del directorio, no solo es un experimentado y reconocido 

abogado, con más de 50 años de ejercicio de la profesión, sino que también tuvo una dilatada 

y prestigiosa actividad como dirigente cañero, lo que lo llevó a presidir por un largo período 

a la Unión Cañeros Independientes de Tucumán (UCIT), y también a integrar y luego presidir 

la Estación Experimental Agroindustrial Obispo Colombres entre los años 1999 y 2003. 

 Así las cosas, la maniobra torpe de la sociedad para desconocer su 

obligación para con mi parte, la obliga por sus consecuencias, y también obliga a quién la 

preside, el codemandado Manuel Martínez Zuccardi, con fundamento en que, como 

experimentado abogado con larga trayectoria, y también hombre de negocios, nunca pudo 

convalidar tal decisión del directorio en orden a desconocer el crédito de mi parte en base a 

facturas falsas prefabricadas a esa exclusiva finalidad, y en base a un dictamen de su abogado 

personal que conforma un puro mamarracho. 

 V. 

READECUACION DEL CREDITO. 

 

“en situaciones regidas por los principios de justicia conmutativa ha de 

estarse a la igualdad estricta de las prestaciones reciprocas, conforme a 

las circunstancias del caso, y no siendo el dinero un fin o un valor en sí 

mismo, sino un medio que como denominador común permite 

conmensurar casos y acciones muy dispares en el intercambio, aquella 

igualdad exige que la equivalencia de las prestaciones reciprocas 

                                            
3 Stirpe, Annalisa- citada por Lopez Mesa en “La apreciación de la conducta de los profesionales según su 

capacidad y circunstancias y la lex arts. La Ley AR/DOC/1138/2016 
4 López Mesa, obra citada en 3. 
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responda a la realidad de sus valores y al fin de cada una de ellas, 

situación equitativa que resulta alterada cuando por culpa del deudor 

moroso la prestación nominal a su cargo ha disminuido su valor real, su 

poder adquisitivo, por culpa de factores que no dependan del acreedor y 

esta finalidad de reparación ha de entenderse en el sentido de 

compensación justa e integral”56 

1. 

Antecedentes. 

Conforme se dijo en la demanda, por acta del 5 de setiembgre de 

2022 el directorio de la demandada compensó la acreencia por dividendos de mi mandante 

por la suma de $ 4.993.510 con inexistentes creditos de la sociedad, decisión que claramente 

fue ilegítima por no adeudar aquel suma alguna a la sociedad. 

2. 

El daño causado a mi parte. 

Como se dijo, mediante tal arbitrio mi representado fue despojado 

de sus dividendos de $ 4.993.510, suma que era al 5 de setiembre de 2022 equivalente a u$s 

34.378.72, tomando un tipo de cambio de $ 145,25 mientras que, si tal importe fuera 

actualizado con el Índice de Precios al Consumidor de San Miguel de Tucumán desde 

setiembre de 2022 al mes de diciembre de 2024, ascendería a $ 39.083.704. 

Así las cosas, el importe adeudado con más sus intereses según 

tasa activa del BNA al 31.12.24 que según informe adjunto ascendería a $ 18.871.460,70, 

solo representaría el 48.28 % del valor real de su crédito, lo que implica un palmario despojo 

o confiscación de su patrimonio, y, paralelamente, un enriquecimiento indebido de la 

demandada que dolosamente se apropió de sus fondos, lo que resulta intolerable al orden 

jurídico. 

3. 

La pretensión de mi parte. 

Como se adelantó supra, mi parte reclama se le restituya en su 

totalidad la cantidad de dinero de la que fue ilegítimamente privado por la accionada, 

solicitando que, y como lo dijera nuestra C.S.J.N. en su reciente fallo del 20.02.24, in re 

“G.S.M. y otro vs. K.M.E.A”,  V.S. disponga aplicar “remedios alternativos, de modo que, y 

siempre dentro del ámbito autorizado por la ley, se disponga un mecanismo efectivo para 

conservar el valor económico de la obligación de la demandada”, atento a que resulta 

ostensible la insuficiencia de la tasa de interés activa para evitar el envilecimiento de su 

                                            
5 Corte Suprema de Justicia de la Nación, Vieytes de Fernández vs Provincia de buenos Aires (LL 1976-D-241 
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crédito con motivo del agudo proceso inflacionario en curso7, el que ha adquirido una 

dimensión y velocidad tal que la sentencia consagra un despojo en términos reales de más del 

50 % % del crédito de mi mandante. 

En tal dirección, es pertinente recordar que nuestros tribunales 

tienen dicho que entre los efectos principales derivados de la mora en el cumplimiento de las 

obligaciones se encuentra la traslación de los riesgos que se fijan definidamente en la cuenta 

del incumplidor8 

En razón de ello, es, entonces, que recaen sobre el deudor moroso 

en satisfacer el crédito las ulteriores consecuencias que de su conducta se derivaron, entre 

ellos los inflacionarios, pues la solución contraria equivaldría premiar el accionar de una 

parte que impone a la otra la necesidad de llevar adelante un largo proceso partiendo de la 

certeza de que su obligación habrá de encontrarse circunscripta sine die a una determinada 

suma de dinero inalterable en el tiempo. Por otro lado, es claro que desde la mora lo 

adeudado debe devengar un interés suficiente, de modo de asegurar al acreedor la reparación 

integral a la que tiene derecho9, lo que no ocurre en las actuales circunstancias de nuestro 

país, pues las tasas de interés, cualquiera fuera la que se adoptare, indudablemente no 

cumplen tal función. 

Es que, y como es hoy de público conocimiento, las tasas de 

interés, sean pasivas, a activas, no resultan suficientes para asegurar la reparación integral a 

la que tiene derecho el acreedor, sea por ser fijadas en base a factores políticos que se 

desconocen, y que en algunos casos resultan inexplicables (vgr: cuando durante largos 

periodos de tiempo el nivel de las tasas pasivas exceden a los de la tasa activas, de modo que 

los bancos estarían prestando dinero a pérdida), sea por no estar admitida la capitalización 

periódica de los intereses, o bien porque en cualquier caso los niveles en que son fijadas no 

alcanzan para preservar el capital ante su constante envilecimiento resultante del proceso 

inflacionario, y no lo son a tal punto que constituyen un fuerte incentivo para demorar los 

procesos en perjuicio de los acreedores, y ello es así porque, y como se dijera, “el dinero es 

como un helado puesto al sol y el proceso judicial es un método de debate que no puede 

llevarse a cabo en la sombra”10.  

En otras palabras: sea por tales razones, o por otras que se nos 

                                            
7 Por lo demás, a las consecuencias derivadas de una economía inflacionaria, debe añadirse la circunstancia de 

que el Gobierno Nacional haya ejecutado su decisión política de “licuar” sus pasivos monetarios, reduciendo las 

tasas de interés a niveles inferiores a los de los índices de inflación, confiscando así el patrimonio de los 

acreedores y ahorristas, objetivo que hasta ahora vienen logrando exitosamente. 
8 Llambías, Obligaciones, Tomo, pág. 162 Nº 132; Ernesto Wayar- Tratado de la mora, pág. 598 
9 Intereses judiciales en el fuero laboral nacional. Pablo Barbieri- LL AR/DOC/3284/2022 
10 Principio de congruencia y depreciación monetaria. Dificultades para debatir deudas de valor en el proceso 

civil y comercial bonaerense” Revista de Derecho Procesal 2020-1- Rubinzal Culzoni. Pág. 371 y sig. 
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escapan, en cualquier caso, las tasas de interés en el nivel o modo en que se aplican 

judicialmente producen una descomunal pérdida de la capacidad de compra del valor de 

dinero, lo que determina que “los acreedores en créditos dinerarios tienen en su hombro una 

barra de hielo que se va derritiendo con el tiempo y cuando llega la sentencia les queda una 

parte, a veces pequeña, de la original”11 

 Lo antes dicho queda acreditado con los siguientes y sencillos 

cálculos relacionados con el crédito de mi representada de $ 4.993.510 según la tasa activa 

del BNA, comparado con otras variables económicas, a saber:  

 

Intereses s/tasa activa BNA  

Periodo 05.09.22 al 31.12.24 

=  277,92  % x $ $ 4.993.510=           $   18.871.472 

Índice de Precios SMT-  

Set. 22./. diciembre 24 

diciembre 2024- 5.989,59. = 7,8269  $   39.083.704 

diciembre 2022-    765,25 

 

Vocal de la Excma. CSJN 

Básico al 01.09.22=$    159.528,17 

Básico al 17.12.2=0$ 1.080.275,13 

= 6,7771 x $ 4.993.510 =                    $  33.841.516   

CER 31.12.24=515.5167= 11,40  

05.09.22  4.668,2820 

$ 4.993.510 x 11,40                             $  57.375.429 

UVA 31.12.24= 1.300,85=13,21 

05.09.22      145,49 

$ 4.993.510 x 13,21                             $    65.964,27 

Salario Mínimo Vital y Móvil diciembre 2024 $ 279.718= 5,4642 

setiembre 2022 $   51.200    

$ 4.993.510 x $ 5,4642                        $  27.285.537 

       

En síntesis, computando la tasa activa de interés del BNA desde el 1º 

desde el 5 de setiembre de 2022 y hasta el 31.12.24, tendremos que el crédito de mi 

mandante ascendería a $ 18.871.472 , mientras que si aplicáramos para el mismo período (i) 

el Índice de Precios al Consumidor de San Miguel de Tucumán, sería de $ 39.083.704, (ii) el 

CER, en cuyo caso representaría $ 57.375.429, o bien el sueldo básico de un miembro de la 

CSJN, supuesto en que el crédito seria de $ 33.841.516, etc., etc. siendo  meridianamente 

claro entonces que, y frente a la inflación del periodo y de la aplicación de una tasa de interés 

notoriamente insuficiente para preservar la intangibilidad del crédito de mi parte, se hace 

necesaria su readecuación a fin de salvaguardar su derecho de propiedad, evitando así una 

solución confiscatoria y un notorio y consecuente enriquecimiento sin causa del deudor 

moroso. 

 

                                            
11 Emilio Romualdi, Un fallo valiente a mitad de camino de la solución del problema- LL AR/DOC/2293/2020. 
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En suma, tamaño despojo no puede ser admitido, más aún si se 

tiene presente que los jueces deben resolver los casos examinando con atención la realidad 

económica vigente al tiempo de dictar su sentencia, e incluso pueden, y deben, apartarse de 

liquidaciones hechas con base en pautas fijadas por resoluciones firmes, si por su intermedio 

se arriba a resultados absurdos (CSJN, Pronar, Fallos, 313,95): y que según nuestra CSJN, 

son arbitrarias las sentencias que se desentienden de las consecuencias económicas que 

generan (Arasa SA, Fallos 319,351), o que afectan la integridad del crédito del acreedor 

(Kogan, Fallos 368,1694), o que alteran la necesaria relación de proporcionalidad que debe 

mediar entre el crédito de la parte y la contraprestación implicada en el negocio que motivó el 

pleito (Melgarejo, Fallos 316,162) 

Desde tal punto de vista, señalo que en el citado fallo del 20 de 

febrero de 2024, recaído in re “G.S.M. y otro vs. K.M.E.A”, en el que la CSJN anuló por 

arbitrariedad a una sentencia que en razón de lo dispuesto  por el art. 10 de la Ley 23.928 

HABÍA dejado sin efecto la aplicación de un índice de precios para ajustar una obligación 

alimentaria; la CSJN declaró su arbitrariedad “por menoscabar garantías constitucionales al 

haber omitido considerar elementos conducentes para la solución del litigio o bien de aplicar 

un mecanismo efectivo para conservar el valor económico de la obligación”12.  

                                            
12 Dictamen del Procurador Fiscal que la Corte hace suyo. 

“Por otra parte, estimo que resultan procedentes los agravios vinculados con la omisión de la cámara de analizar 

otros mecanismos de actualización posibles a fin de asegurar que la obligación alimentaria por parte del 

progenitor cumpla su finalidad. Al respecto y aun cuando tales aspectos remiten al examen de cuestiones 

fácticas y de derecho común y procesal ajenas en principio a la instancia extraordinaria, ello no resulta óbice 

para su consideración por la vía intentada cuando, con menoscabo de garantías constitucionales, la cámara ha 

omitido considerar elementos conducentes para la solución del litigio…. 

Además, dejó sin efecto su actualización semestral con sustento en que esa pauta viola la prohibición de indexar 

deudas prevista en la ley23.928, cuya aplicación estimo obligatoria para los jueces por tratarse de normativa de 

orden público. 

En mi opinión, la sentencia recurrida, al eludir el análisis relativo a la aplicación de un mecanismo 

destinado a preservar en el tiempo el valor adquisitivo de la cuota alimentaria fijada, sin que ello importe 

una actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas en 

los términos de la ley 23.928, omitió brindar suficiente respuesta al planteo de la actora. 

Al respecto, en función del contexto inflacionario imperante en nuestro país durante los últimos años se ha 

procurado en convenios y sentencias la conservación del valor real de la cuota de alimentos. Así, además del 

pago directo de ciertas prestaciones vinculadas con educación y salud, o el ajuste semestral conforme al índice 

R.I.P.T.E. (Remuneraciones imponibles Promedio de Trabajadores Estatales) o el IÑP.C.(índices de precios al 

consumidor que publica el INDEC) se ha procedido, por ejemplo a fijar el pago de la obligación….en el 

equivalente de un porcentaje del salario o de algún otro paramero de referencia, entre ellos, el salario mínimo, 

vital y móvil y el JUS, una unidad de medida creada para estandarizar el cálculo  de honorarios… 

En el presente caso, el tribunal de alzada no pondero que al dejar sin efecto la actualización semestral conforme 

al costo de vida, sin fijar un mecanismo alternativo, disminuye al ritmo del proceso inflacionario el valor 

económico la prestación alimentaria. 

De ese modo, el tribunal abstrayéndose de la situación macroeconómica del país, juzgo la depreciación 

monetaria como un hecho incierto, forzando a la actora a iniciar periódicamente nuevos incidentes y a probar, 

encaso caso, que la prestación devino insuficiente. 

En tales condiciones, resulta arbitraria la decisión pues sostuvo la prohibición de indexación de la ley 23.928 sin 

explorar remedios alternativos adecuados…. 



10 
 

En el mismo orden de ideas, cabe señalar que si bien es cierto que 

las leyes 23.928 y 25.551 prohíben todo tipo de actualización, no es menos cierto que in re 

“Einaudi, Sergio vs. Dirección General Impositiva”, sentencia del 16.09.14, la CSJN dijo 

“que la circunstancia de tener que cumplir con ese cometido  [llevar a cabo una adecuación o 

ajuste de una prestación] prescindiendo, como lo prescribe el art. 10 de la ley 23.928, de toda 

fórmula matemática fundada en la actualización monetaria, repotenciación o indexación], no 

exime al Tribunal de consultar elementos objetivos de ponderación de la realidad que den 

lugar a un resultado razonable y sostenible”, criterio que se reafirma en el considerando 2 de 

su Acordada 28/214, al señalar que la prohibición del art. 10 de la ley 23.928, N 

Añado que la vía de la “readecuación” de la obligación, a la que 

refieren los citados precedentes de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha sido 

favorablemente receptada por la doctrina13, pues es claro que, y cuando, como en el caso, se 

produce un grave desequilibrio patrimonial, sus consecuencias se trasladan inexorablemente 

hacia el acreedor, lo que no puede ser admitido, toda vez que, y como lo dijera la CSJN, la 

utilización de intereses constituye solo un arbitrio tendiente a obtener una ponderación 

objetiva de la realidad económica a partir de pautas de legitimo resarcimiento. Si ello no 

opera de ese modo, el resultado se vuelve injusto objetivamente y debe ser corregido por los 

magistrados (Fallos: 315,2558; 316, 1972; 319,351; 323, 2562, 326,259) 

En la misma dirección, se ha dicho que, en caso de 

incumplimiento, la reparación de un valor estimado debe ser ampliado o actualizado teniendo 

en cuenta el verdadero valor del daño que ha mutado aun luego de que la sentencia haya 

alcanzado el grado de cosa juzgada, siempre que este no haya sido cancelado 

oportunamente14. 

Por lo demás, es pertinente a esta altura recordar los siguientes 

principios liminares establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos 

“Camuso vda. de Marino vs. Perkins S.A.”15 

a) 

Si la demandada hubiera cumplido debidamente sus obligaciones 

al tiempo del fallecimiento del empleado, no se habría visto compelida al pago de la 

                                                                                                                                        
…en este supuesto corresponde al tribunal, en resguardo de los derechos fundamentales en juego, establecer de 

antemano, dentro del ámbito autorizado por la ley, un mecanismo efectivo para conservar el valor 

económico de la obligación” 
13

Actualización monetaria: no mera indexación matemática. Pero si adecuación a través de “métodos que 

consulten elementos objetivos de ponderación de la realidad que den lugar a resultados razonables y 

sostenibles”. Toribio Sosa La Ley online AR/DOC 5112/2015 

 
14 Rey-Rinessi- La cuantificación del daño, sus implicancias- Revista del derecho de daños 2001-1, pág. 27 y 

sig. 
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indemnización actualizada que establece la ley 20.695), aun en la etapa de ejecución de la 

sentencia. En estas condiciones, dependiendo la actualización de la propia conducta 

discrecional del deudor, resulta inaceptable cualquier planteo constitucional. 

b)  

Por otra parte, no debe perderse de vista que, en primer lugar, las 

disposiciones de la ley 20.695 vienen a privar al deudor moroso de un beneficio producto de 

su incumplimiento, cuál es el de desobligarse transfiriendo un valor económicamente muy 

inferior al que hubo de entregar en caso de haber satisfecho en término su obligación 

En suma, y de no receptarse la pretensión de mi parte, la sentencia 

resultaría írrita, pues incurriría en un apartamiento notorio de la realidad económica existente 

al tiempo de su dictado, arribando así a una solución intrínsecamente injusta por lo 

confiscatoria. 

c) 

En el caso estamos frente a una realidad económica que generó 

daños sobrevinientes a la demanda, causativos de una excesiva onerosidad para el acreedor, a 

un grado tal que, y supuesto que la acreencia debiera devengar intereses, solo se le repararía 

un ínfimo porcentaje de lo debido, lo que implicara una palmaria violación a los arts.17 y18 

de la CN, y a su preámbulo que dispone afianzar la justicia16. 

d) 

En tal supuesto, el proceso, lejos de asegurar el acceso a la tutela 

judicial efectiva, convalidaría una descomunal transferencia patrimonial, y un consecuente 

enriquecimiento indebido de la accionada, cohonestando así su cuasi delictual conducta de 

apropiarse mediante el arbitrio de fabricar facturas contra mi parte ideológicamente falsas 

para seguidamente compensarlas con su crédito por dividendos, soslayando así que la 

condición necesaria para que la compensación resulta admisible es la de que ambos créditos 

sean ciertos líquidos y exigibles. 

En razón de lo expuesto es que peticiono que el importe del monto 

de lo adeudado a mi mandante sea adecuado, y conforme lo dijera la CSJN, en base a 

“elementos conducentes para la solución del litigio”, o bien consultando “elementos 

objetivos de ponderación de la realidad que den lugar a un resultado razonable y sostenible”, 

de modo de preservar el valor económico de la obligación, debiendo a esos efectos s V.E. 

adoptar alguna unidad de medida o parámetro objetivo y razonable por ejemplo,  

retribuciones de los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (ver 

                                                                                                                                        
15 21.05.76 La Ley1976-C-72- D.T. 1976,659, La Ley On Line AR/JUR/396/1976 
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sitio:,https://www.csjn.gov.ar/transparencia/personal-judicial/escala-salarial), de la Suprema 

Corte de la Provincia, o de sus jueces o empleados, etc., etc.) que sea conducente para 

conservar el valor original del crédito de mi mandante, vigente al 05.09.22, fecha de la mora, 

de modo de obtener su íntegro reconocimiento y su inmutabilidad a través del proceso y hasta su 

efectivo pago.’ 

VI. 

CASO FEDERAL 

En atención que conforme lo expuesto supra, se encuentran 

comprometidos en el caso los derechos de propiedad y de defensa, y además el propósito de 

afianzar la justicia que recepta el preámbulo de nuestra Constitución planteo la 

correspondiente cuestión constitucional haciendo reserva del derecho de recurrir en su caso 

ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por arbitrariedad de sentencia. 

VII. 

 PETITORIO. 

 Por lo expuesto, de V.S., solicito: 

1) Me tenga por presentado, por parte y por constituido domicilio. 

2) Se tenga presente que, y conforme a constancia adjunta, se ha llevado a cabo el 

proceso de mediación previa, cerrado sin acuerdo. 

3) Oportunamente, se recepte la demanda con costos y costas 

4) .Se tenga presente la cuestión federal planteada en el parágrafo VI del presente, y 

consecuente reserva del REF por arbitrariedad de sentencia. 

Proveer de conformidad y 

   Será Justicia. 

 

 

Gabriel Terán 

MP 179 

Firmado digitalmente 

 

 

                                                                                                                                        
16 CSJN, Fallos: 298,466; 299,501; 300,659; CCC, Sala I, sentencia 287 del 30.10.92 Medina vs. Escobar; Sala 

III, sentencia 396 del 17.12.92, Moya de Barrionuevo vs. Páez de la Cruz- Sentencia 919 del 10.12.98 Banco de 

la Provincia de Tucumán vs. Robert.  

https://www.csjn.gov.ar/transparencia/personal-judicial/escala-salarial
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PRESENTA DEMANDA EN FORMA-SE DEJE SIN EFECTO-SE REEMPLACE 

SEÑORA JUEZ CIVIL Y COMERCIAL COMUN- MONTEROS 

JUICIO: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE VS. ACHERAL S.A. S/COBRO DE PESOS.-expte.63/25.- 

GABRIEL TERAN, por la parte actora a V.S. respetuosamente digo: 

1-Que adjunto demanda en forma, se tenga por reemplazada por la presentada con 

anterioridad.- 

2-Adjunto documentación ofrecida como prueba.- 

Proveer de conformidad por ser: 

J U S T I C I A 

 

Gabriel Terán 

MP 179 

Firmado digitalmente 



PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Oficina de Gestión Asociada Multifuero CJM N° 1 - Civil
ACTUACIONES N°: 63/25

*H3080096553*
H3080096553

JUICIO: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE AGUSTIN c/ ACHERAL S.A. s/  

COBRO ORDINARIO. EXPTE:63/25.

Monteros, 08 de mayo de 2025.

A la presentación de fecha 05/05/2025 realizada por el Dr. Terán  

Gabriel:

I)- Téngase al letrado Gabriel Terán como apoderado de Jorge Martinez  

Zuccardi en merito al poder general para juicios que acompaña con domicilio  

legal constituido en casillero de notificaciones N°20142261236 y désele  

intervención de Ley.

II)- INTIMESE al letrado Dr. Teran a fin de que en el plazo de 24 horas dé 

estricto cumplimiento con el Art. 27 Inciso a) de la Ley 6.059, bajo apercibimiento 

de comunicar su inobservancia a la Caja de Previsión y Seguridad Social de  

Abogados y Procuradores de Tucumán.

III)- Por acompañada la copia digital del Acta de Cierre sin Acuerdo de  

Mediación Obligatoria.

IV)- Por efectuada la reserva del caso federal.

V)- Por interpuesta demanda de COBRO ORDINARIO DE PESOS.  

Tramítese la presente causa por las normas que rigen los procesos  

ORDINARIOS.

VI)- Por ofrecida prueba documental cuyas copias digitalizadas acompaña. 

Notifíquese al presentante a fin de que informe en el plazo de cinco dias , con 

carácter de declaración jurada, cuáles de aquellas copias tiene en su poder en  

versión original y/o copia certificada y cuáles en copia simple . Hágase saber 

asimismo que la documentación original que denuncie podrá ser requerida en  

formato papel (con excepción de aquellas cuyo original es digital) en el momento 

que esta proveyente lo considere oportuno.

VII)- Cumplido que sea el punto anterior, Cítese al demandado y a la 

citada en garantía, conforme el art. 118 de la Ley de Seguros N° 17.418; para que 

se apersonen a estar a derecho. Córrase traslado de la demanda y de la  

documental acompañada, para que en el plazo de QUINCE DÍAS contesten en  



los términos del art. 435 Procesal y/u opongan defensas previas conforme art.  

426 y cctes. El incumplimiento a dicha carga procesal, dará lugar a lo dispuesto 

en los arts. 267 y 438 del CPCCT.

VIII)- Notificaciones diarias (arts. 197 y 199 CPCCT).-FDO. DRA. LUCIANA 

ELEAS. JUEZA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
CN=ELEAS Luciana, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 27311282366, Fecha:08/05/2025;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar



ADJUNTA RECAUDOS-MANIFIESTA 

SEÑORA JUEZ CIVIL Y COMERCIAL COMUN-MONTEROS 

JUICIO: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE VS. ACHERAL S.A. S/COBRO DE PESOS.- EXPTE. 

62/25 

 

  GABRIEL TERAN, por la parte actora, a V.S. respetuosamente digo: 

Que en tiempo y forma y en cumplimiento a lo decretado por el Juzgado: 

1-Adjunto recaudos fiscales correspondientes.- 

2-Manifiesto que toda la documentación a la que aludo en la demanda se encuentra 

agregado en los expedientes:  120/20 y 115/21 que tramitan por ante el Juzgado en 

Documentos y Locaciones de este mismo Centro Judicial, por inhibición de S.S.- 

SE TENGA PRESENTE Y PROVEA DE CONFORMIDAD POR SER: 

 

J U S T I C I A 

 

Gabriel Terán 

Abogado 

MP 179 



Comprobante de pago
CAJA DE PREV Y SEG SOC DE ABOG Y PRO

Importe $ 42960,00

CFT 0% $ 0

TOTAL $ 42960,00
Fecha
23/06/2025

Hora
11:15:55

Nro. Trans.
337168530

Medio de pago
Visa Crédito

Cuotas
1

DNI
14226123

Nro. de referencia
1351144

--

--

--

Conceptos
TERAN GABRIEL (MAT. 179)   
63/25 - JUICIOS SUMARIOS  
$ 42.960,00 
ORDINARIOS   
SUMARISIMOS Y ESPECIALES  

COMPROBANTE DE PAGO VÁLIDO.
CONSÉRVELO.

EL PAGO ESTÁ SUJETO A IMPUTACIÓN DE LA ENTIDAD



Comprobante de pago
COLEGIO DE ABOGADOS DEL SUR

Importe $ 16000,00

CFT 0% $ 0

TOTAL $ 16000,00
Fecha
23/06/2025

Hora
11:12:01

Nro. Trans.
337167607

Medio de pago
Visa Debito

DNI
14226123

Nro. de referencia
20250623111037COLABOGSUR2858PJ1110680

Conceptos
63/25: Bonos Profesionales Ley
6023 (Sur) 

COMPROBANTE DE PAGO VÁLIDO.
CONSÉRVELO.

EL PAGO ESTÁ SUJETO A IMPUTACIÓN DE LA ENTIDAD



Comprobante de pago
PODER JUDICIAL DE TUCUMAN TASA DE

JUSTICIA

Importe $ 162700,00

CFT 0% $ 0

TOTAL $ 162700,00
Fecha
23/06/2025

Hora
11:09:23

Nro. Trans.
337167041

Medio de pago
Visa Debito

DNI
14226123

Nro. de referencia
20250623110757TASAJUSTIC90740PJ1128238

Conceptos
63/25: Tasa proporcional de Juicio 

COMPROBANTE DE PAGO VÁLIDO.
CONSÉRVELO.

EL PAGO ESTÁ SUJETO A IMPUTACIÓN DE LA ENTIDAD



PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Oficina de Gestión Asociada Multifuero CJM N° 1 - Civil
ACTUACIONES N°: 63/25

*H30800100155*
H30800100155

AUTOS: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE AGUSTIN c/ ACHERAL S.A. s/  

COBRO ORDINARIO. EXPTE. Nº63/25.- 

Monteros, 23 de junio de 2025.

A la presentación de fecha 23/06/2025 realizada por el Dr. Terán  

Gabriel:

I)- Agréguese y téngase presente pago judicial a través del portal SAE,  

cuyo comprobante contiene los siguientes datos: -Fecha: 23/06/2025 -  

20142261236 TERAN GABRIEL -Concepto: BONOS PROFESIONALES LEY  

6023 (SUR) -Nro Comp: 337167607 -Monto: 16000-Fecha: 23/06/2025 -  

20142261236 TERAN GABRIEL -Concepto: TASA PROPORCIONAL DE JUICIO 

-Nro Comp: 337167041 -Monto: 162700. Por cumplido punto II de proveído de  

fecha 08/05/2025.

II)- Téngase presente lo manifestado respecto de la documentación  

ofrecida y por cumplido punto VI de proveído de fecha 08/05/2025. En  

consecuencia: Córrase traslado de demanda, conforme está ordenado en el  

proveído antes mencionado, previo pago de la movilidad correspondiente. -MIA.-  

FDO. PROC. EMILSE ROBLES. COORDINADORA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
CN=ROBLES Maria Emilse, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 27289198933, Fecha:23/06/2025;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar



PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Oficina de Gestión Asociada Multifuero CJM N° 1 - Civil
ACTUACIONES N°: 63/25

*H30800101715*
H30800101715

JUICIO: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE AGUSTIN c/ ACHERAL S.A. s/  
COBRO ORDINARIO. EXPTE Nº63/25.

Presento a despacho e informo a la Sra. Jueza que al advertir la  

suscribiente que tramita por ante esta OGA Multifuero el expediente "MARTINEZ 

ZUCCARDI JORGE AGUSTIN c/ ACHERAL S.A. Y OTRO s/ COBRO  

ORDINARIO. EXPTE Nº 158/24", con idénticas partes y objeto, procedí a la  

compulsa de aquel, pudiendo advertir que se encuentra en etapa  

Prejurisdiccional, radicado en la Oficina de Mediación de éste centro judicial y  

que, sin embargo, en fecha 26/03/2025, el Dr. Gabriel Terán inició el presente  

proceso, adjuntando demanda y acta de cierre de mediación con legajo N°  

471/24, siendo que aquel legajo, de acuerdo a lo informado por el Secretario del 

Centro de Mediación, pertenece al expediente N°158/24. Es todo en cuanto  

puedo informar .-MIA.- Monteros, 29 de julio de 2025. FDO. DRA. MARÍA ROCÍO 

GUERRA. DIRECTORA.-

Monteros, 29 de julio de 2025.

a)- Téngase presente lo informado por la actuaria. 

b)- Atento a ello y a fin de poner orden se dispone: Procédase a la  

descarga de las actuaciones del presente expediente y a agregarlas al expediente 

n° 158/24. Fecho: Archivense los presentes autos.

c)- Notifíquese a las partes interesadas haciendole saber que continuará el 

trámite del proceso en el expediente n° 158/24.- MIA FDO. DRA. LUCIANA ELEAS - 

JUEZA.-

FIRMADO DIGITALMENTE
Certificado Digital:
CN=GUERRA María Rocio, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 23333756064, Fecha:29/07/2025; CN=ELEAS Luciana, C=AR, 
SERIALNUMBER=CUIL 27311282366, Fecha:29/07/2025;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar



PODER JUDICIAL DE TUCUMÁN
CENTRO JUDICIAL MONTEROS

Oficina de Gestión Asociada Multifuero CJM N° 1 - Civil
ACTUACIONES N°: 63/25

*H30800101883*
H30800101883

AUTOS: MARTINEZ ZUCCARDI JORGE AGUSTIN c/ ACHERAL S.A. s/  
COBRO ORDINARIO. EXPTE Nº63/25

NOTA ACTUARIAL: En fecha 30/07/2025 en cumplimiento de lo ordenado 

en el punto b del proveído que antecede, se procedió al archivo de las presentes 

actuaciones.-MIA.- Monteros, 30 de julio de 2025. FDO. PROC. MARIA EMILSE ROBLES. 

COORDINADORA.FIRMADO DIGITALMENTE

Certificado Digital:
CN=ROBLES Maria Emilse, C=AR, SERIALNUMBER=CUIL 27289198933, Fecha:30/07/2025;
La autenticidad e integridad del texto puede ser comprobada en el sitio oficial delPoder Judicial de Tucumán https://www.justucuman.gov.ar
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